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[bookmark: _GoBack]Bogotá D.C., 24 de julio de 2019


[bookmark: _Hlk524335891]Honorable Representante
CARLOS ALBERTO CUENCA CHAUX
Presidente 
Cámara de Representantes del Congreso de la Republica
Bogotá D.C.


Asunto: 	Proyecto de Ley No. ___ de 2019 “Por medio del cual se establecen normas para el incentivo de las cooperativas, entidades sin ánimo de lucro y sujetos similares, y se dictan otras disposiciones”. 


Respetado Presidente,

[bookmark: _Hlk524335962]En mi condición de Representante de la Cámara de Representantes del Congreso de la Republica radico el presente Proyecto de Ley que busca crear normas para el incentivo de cooperativas, entidades sin ánimo de lucro y sujetos similares, y se dictan otras disposiciones.

De tal forma, presento a consideración del Congreso de la República este proyecto para iniciar el trámite correspondiente y cumplir con las exigencias dictadas por la Ley. 

Adjunto original y tres (3) copias del documento, así como una copia en medio magnético (CD). 



Cordialmente, 



[bookmark: _Hlk524336119]______________________________
LEÓN FREDY MUÑOZ LOPERA
Representante a la Cámara
Partido Alianza Verde






[bookmark: _Hlk524336041]PROYECTO DE LEY NÚMERO ------ DE 2019 CÁMARA	
Proyecto de Ley No. ___ de 2019 “Por medio del cual se establecen normas para el incentivo de las cooperativas, entidades sin ánimo de lucro y sujetos similares, y se dictan otras disposiciones”

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

TITULO I
Objeto

Articulo 1. Objeto: El objeto de la presente ley consiste en contribuir al cumplimiento de las obligaciones tributarias de carácter nacional y territorial, así como otras obligaciones de carácter administrativo, mercantil, seguridad social, y prevención del riesgo, entre otras, a favor de las Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y sujetos similares, por medio del establecimiento de incentivos a favor de estos y que les permitan regularizar su situación de incumplimiento actual.

Los incentivos fiscales a los que se refiere esta ley consisten en la condonación de obligaciones tributarias en mora destinada a Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y otros sujetos similares. En el marco de estos incentivos se podrán condonar los intereses y sanciones referidos a obligaciones tributarias, siempre y cuando las Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y sujetos similares que se encuentren en mora, paguen la totalidad de la obligación tributaria principal pendiente.

TITULO II
Incentivo fiscal temporal

Articulo 2. Incentivo fiscal temporal: Dentro de los meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, los sujetos pasivos, contribuyentes o responsables de los tributos, quienes hayan sido objeto de sanciones tributarias, aduaneras o cambiarias, multas, o adeuden intereses moratorios, que sean administradas por entidades autorizadas para recaudar rentas, tasas, contribuciones o sanciones de nivel nacional, que se encuentren en mora por obligaciones correspondientes a los períodos gravables o años 2019 y anteriores, tendrán derecho a solicitar, únicamente en relación con las obligaciones causadas durante dichos períodos o años gravables, el siguiente incentivo temporal:

1. Si se produce el pago total de la obligación principal hasta el 31 de mayo de 2020, los intereses, multas y las sanciones actualizadas se reducirán en un ochenta por ciento (80%).

2. Si se produce el pago total de la obligación principal después del 31 de mayo de 2020 y hasta el 25 de octubre de 2020, los intereses, multas y las sanciones actualizadas se reducirán en un sesenta por ciento (60%).

Cuando se trate de una resolución o acto administrativo mediante el cual se imponga cualquier sanción de carácter tributario, aduanero o cambiario, el presenten incentivo temporal aplicará respecto de las obligaciones exigibles del año 2019 o anteriores siempre que se cumplan las siguientes condiciones: 

1. Si se produce el pago de la sanción hasta el 31 de mayo de 2020, la sanción actualizada se reducirá en el cincuenta por ciento (50%), debiendo pagar el cincuenta por ciento (50%) restante de la sanción actualizada. 

2. Si se produce el pago de la sanción después del 31 de mayo de 2020 y hasta el 25 de octubre de 2020, la sanción actualizada se reducirá en el treinta por ciento (30%) debiendo pagar el setenta (70%) restante de la misma. 

PARÁGRAFO 1°.- El beneficio temporal también es aplicable a los contribuyentes que hayan omitido el deber de declarar los tributos administrados por la UAE-DIAN, quienes podrán presentar dichas declaraciones liquidando la correspondiente sanción por extemporaneidad reducida al veinte por ciento (20%), siempre que acrediten el pago del impuesto a cargo sin intereses y el valor de la sanción reducida y presenten la declaración con pago hasta el 25 de octubre de 2020.

PARÁGRAFO 2°. Este incentivo tributario también es aplicable a los agentes de retención que, presenten declaraciones de retención en la fuente en relación con períodos gravables anteriores al 01 de enero de 2020, sobre los cuales se haya configurado los efectos del artículo 580-1 del Estatuto Tributario Nacional, quienes no estarán obligados a liquidar y pagar la sanción por extemporaneidad ni los intereses de mora.

Los valores consignados sobre las declaraciones de retención en la fuente, en virtud de lo previsto en este artículo, se imputarán de manera automática y directa al impuesto y período gravable de la declaración de retención en la fuente de qué trata el artículo 580-1 del Estatuto Tributario Nacional, siempre que el agente de retención, presente en debida forma la respectiva declaración de retención en la fuente de conformidad con lo previsto en el inciso anterior y pague la diferencia, de haber lugar a ella.

Lo dispuesto en este parágrafo aplica también para los agentes retenedores titulares de saldos a favor igual o superior a ochenta y dos mil (82.000) UVT, cuando el saldo a favor haya sido modificado por la administración tributaria o por el contribuyente o responsable.

PARÁGRAFO 3°.- El término previsto en el presente artículo aplicará para los contribuyentes que se encuentren en liquidación forzosa administrativa ante una Superintendencia, o en liquidación judicial los cuales podrán acogerse a esta facilidad por el término que dure la liquidación.


Articulo 3. Sujeción subjetiva: Lo dispuesto en esta ley aplica para las asociaciones, fundaciones y corporaciones constituidas como entidades sin ánimo de lucro, las entidades del artículo 19-4, 19-5 y 23 del Estatuto Tributario Nacional de acuerdo con los requisitos y condiciones establecidos en esta ley.


Articulo 4. Exclusiones: Lo dispuesto en esta ley no se aplicará a los sujetos pasivos, contribuyentes, responsables y agentes de retención que a 01 de enero de 2020 hubieran sido admitidos en procesos de reorganización empresarial o en procesos de liquidación judicial, de conformidad con lo establecido en la Ley 1116 de 2006, ni a los demás sujetos pasivos, contribuyentes, responsables y agentes de retención que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, hubieran sido admitidos en los procesos de restructuración regulados por la Ley 550 de 1999, la Ley 1066 de 2006 y por los Convenios de Desempeño.

Tampoco podrán acceder a los beneficios de que trata la presente ley los deudores que hayan suscritos acuerdos de pago con fundamento en la Ley 1607 de 2012, Ley 1739 de 2014, y Ley 1819 de 2016, que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren en mora por las obligaciones contenidas en los mismos.


Articulo 5. Sanción mínima. El contribuyente, responsable o agente retenedor podrá pagar, para efectos de lo dispuesto por este Acuerdo a título de sanciones reducidas, valores inferiores a la sanción mínima establecida.


Articulo 6.   Coordinación y Difusión. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias, y los demás órganos de control de los sujetos mencionados en esta ley, coordinaran, definirán y establecerán los criterios, protocolos técnicos, estrategias y mecanismos necesarios para garantizar la difusión, divulgación, publicidad y aplicación del procedimiento relacionado con el incentivo fiscal temporal para el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente ley. 


Articulo 7.  Facultades de entidades territoriales. Las entidades territoriales podrán aplicar voluntariamente los instrumentos de alivio fiscal contemplados en esta ley, sobre los sujetos pasivos, contribuyentes o responsables de los impuestos, tasas y contribuciones de carácter territorial, en relación con las obligaciones de su competencia. Para lo anterior las entidades territoriales establecerán en su jurisdicción por medio de acuerdo distrital, acuerdo municipal u ordenanza departamental el beneficio mencionado.


TITULO III
Disposiciones varias

Articulo 8. Promoción de Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y sujetos similares. El Gobierno Nacional en conjunto con la Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias, y los demás órganos de control de los sujetos mencionados en esta ley, establecerán un programa y mecanismos con el fin de capacitarlos e instruirlos en el cumplimiento de las diferentes obligaciones tributarias de carácter nacional y territorial, así como otras obligaciones de carácter administrativo, mercantil, seguridad social, y prevención del riesgo, entre otras.


Articulo 9. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.




De los honorables Congresistas,



______________________________
LEÓN FREDY MUÑOZ LOPERA
Representante a la Cámara
Partido Alianza Verde
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

[bookmark: _Hlk522713937]Con el fin de realizar la exposición de motivos del presente Proyecto de Ley, y argumentar la relevancia de aprobación del mismo, este acápite se ha divido en cinco (5) partes que presentan de forma ordenada la importancia del tema, estas son: (1) Antecedentes y justificación, (2) objetivos del proyecto de ley, (3) Descripción del proyecto, (4) fundamento jurídico, e (5) impacto fiscal.

1. Antecedentes y justificación.
En el presente subtitulo se describirá la importancia del sector cooperativo, de las entidades sin ánimo de lucro y de otros sectores que se verían beneficiados con la medida, así mismo una breve reseña de donde nace la importancia de los alivios fiscales en ciertas ocasiones.

1.1.  Importancia del sector cooperativo y de las entidades sin ánimo de lucro.
Es de suma importancia para solucionar los problemas socioeconómicos de Colombia el apoyar el sector cooperativo y de entidades sin ánimo de lucro los cuales representan gran y de la economía solidaria del país, las cuales propenden por buscar un beneficio colectivo social y no por acumulación de capital. 

En Colombia ya reconocen mediante ley, la importancia de las cooperativas y las entidades sin ánimo de lucro esto mediante los artículos 2° de la ley 79 de 1988 y el artículo 3° de la ley 454 de 1998 los cuales dicen “Declárase de interés común la promoción, la protección y el ejercicio del cooperativismo como un sistema eficaz para contribuir al desarrollo económico, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución de la propiedad y del ingreso, a la racionalización de todas las actividades económicas y a la regulación de tarifas, tasas, costos y precios, en favor de la comunidad y en especial de las clases populares.”.  Cabe resaltar la importancia que denota la ley en cuanto a la promoción y ayuda que brinda a las clases populares.

La economía colombiana no solo se puede basar en empresas de capital las cuales buscan la acumulación de recursos, donde en gran parte de los casos el beneficiario es quien aporta la principal parte del capital para formación de la empresa, en cambio lo que caracteriza a las cooperativas es que los “trabajadores o los usuarios, según el caso, son simultáneamente los aportantes y los gestores de la empresa, creada con el objeto de producir o distribuir conjunta y eficientemente bienes o servicios para satisfacer las necesidades de sus asociados y de la comunidad en general”  (Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias de Colombia). 

En el caso Colombia según la Confederación de Cooperativas de Colombia CONFECOOP-, hay aproximada mente 3.500 cooperativas registradas en las diferentes superintendencias y se percibe un crecimiento de un 7.8 % de cooperativas cada año. Por otro lado, también se resalta que el 39% de la población Colombia recibe o ha recibido un beneficio por parte de las cooperativas. Al cierre de 2017 la población que hacia parte de una cooperativa era de 6.386.17 colombianos, con un impacto a núcleos familiares de casi 19 millones. Al cierre de 2017 del sector cooperativo quedo con 15.7 billones de pesos.

Los anteriores datos demuestran la fuerza, importancia y crecimiento del sector cooperativo en Colombia. Por ende, hay que brindar apoyo para el crecimiento de este importante sector. Es por esto y por muchas otras cosas más Ban Ki-moon, Secretario General de las Naciones Unidas dice «Las cooperativas han demostrado ser un modelo empresarial versátil y viable, que puede prosperar incluso en épocas difíciles. Su éxito ha contribuido a impedir que muchas familias y comunidades caigan en la pobreza». Esto demuestra que no solo es importante para Colombia sino para el mundo el apoyar a las cooperativas como herramienta para la eliminación de la pobreza.

Al ser las cooperativas y organizaciones sin ánimo de lucro parte de la economía solidaria donde no prima la acumulación de capital sino la valorización del ser humano desde una perspectiva de ayuda mutua y de crecimiento humano, en donde se busca humanizar la economía capitalista y ayudar a un entorno de equidad  social, demuestra la importancia de  apoyar no solo a las grandes cooperativas sino también a las pequeñas y medianas la cuales necesitan de una ayuda para crecer, por ende la importancia de crear alivios fiscales en cuanto a intereses, multas y sanciones.

De igual modo, las fundaciones, asociaciones y corporaciones ejercen un papel filantrópico en nuestra sociedad, pues concentran esfuerzos en aras de proteger y/o potenciar un beneficio o bien común como el medio ambiente, la salud, educación, paz, etc. En este sentido, y dada la naturaleza jurídica y económica de estos sujetos es necesario darles un apoyo que les permita acceder a la formalidad y regularizar sus situaciones, en este caso las de orden fiscal.

1.2.  Otras entidades beneficiadas.
Por otro lado, dado que tributariamente existen otros sujetos que tienen responsabilidades fiscales similares al sector cooperativo y las entidades sin ánimo de lucro, el presente proyecto de ley hace extensivo los efectos a las entidades de los siguientes artículos del Estatuto Tributario: 19-5 que es (1) Propiedad Horizontal que tenga ingresos producto de actividades comerciales, y 23 las (2) entidades no contribuyentes declarantes, tales como sindicatos, fondos de empleados, iglesias, confesiones religiosas, y partidos políticos, entre otros.

En los dos (2) casos anteriores la naturaleza jurídica y social de las entidades, hacen que sea indispensable en términos de equidad y justicia, que el contenido del proyecto de ley las cobije, en el sentido que para todos los casos no se trata de simples sujetos con ánimo comercial y/o de lucro, sino que por el contrario, se trata de entidades que se crean con el propósito de ayudar o cumplir un fin social especifico en la comunidad, cuya retribución no se expresa en dinero sino en el servicio prestado a la sociedad en general.

1.3.  Ideas generales sobre las amnistías.
Desde los origines más antiguos del hombre se ha hablado de tributación como un factor que influye en campos sociales, psicológicos, culturales y evidentemente económicos, entre otros tantos. 

En las llanuras entre los ríos Tigris y Éufrates se encontró en unas tablas de arcilla de aproximadamente seis mil años A.C. la referencia más antigua de la tributación, donde se señala que existían impuestos en momentos de una guerra terrible, pero que generalmente luego del cese de la guerra los impuestos se mantenían. 

En las tablas también se indica que existían varios recaudadores a lo largo del imperio, con el fin de cobrar impuestos por cualquier actividad o hecho, donde el siguiente dicho fue documentado “Usted puede tener un Señor, usted puede tener un Rey, pero el hombre al que hay que temer es al recaudador de impuestos”. En este contexto, posteriormente el rey Urukagin elimino a los recaudadores de impuestos, no obstante durante una invasión, la ciudad cayó por la falta de los recursos dejados de percibir; finalmente los ingresos tributarios permanecieron para la ofensiva y defensa militar.

En el año 2000 A.C. los egipcios ya contaban con un sistema tributario integral, donde existían impuestos directos e indirectos, ejemplo de esto, es que se gravaba la agricultura con el 20% del producto bruto y el monto imponible presunto. La administración gozaba del poder de decidir exenciones, lo que a su vez produjo movimientos de revuelta relacionados con amnistías, evasión y corrupción. 

El profesor Uckmar (2002, p. 5) comenta que:
“Una memorable amnistía fue narrada en la piedra roseta 2000 A.C. poniendo fin a las vejaciones fiscales y determinando un notable avance económico; entre otras cosas, fueron puestos en libertad miles de evasores que reanudaron sus actividades productivas.”[footnoteRef:1] [1:  Ver a UCKMAR Víctor, La capacidad contributiva, presupuesto jurídico y fundamento de la tributación. La justa tributación. Revista Instituto Colombiano de Derecho Tributario No. 52. 2002. ] 


Desde aquel entonces ya había problemas relacionados con la potestad del “gobierno” para decidir ciertos asuntos tributarios, que por su misma connotación se hacían importantes a nivel social y económico. 

Uno de estos asuntos eran las amnistías tributarias o alivios fiscales, mecanismos de liberación de la obligación de pagar los tributos, lo que produce que el sujeto vuelva al círculo económico, generando nueva riqueza que será grabada, de lo contrario el sujeto se verá compelido seguramente a figurar como deudor siempre y acarrear las consecuencias que esto conlleva.

Teniendo en cuenta lo anterior, y con un panorama teórico inicial planteado, es necesario delimitar la descripción de este asunto que brindan las sentencias de la Corte Constitucional, teniendo claro que esta entidad también ha extendido el entendimiento de estos fenómenos como condonación de obligaciones y sanciones tributarias.

En Colombia, a partir de la Constitución Política de 1991 esta condición fue entendida, asimilada, y abordada en múltiples ocasiones por el defensor de la norma normarum, en tal sentido, la Corte no ha tenido un pronunciamiento unívoco desde sus inicios acerca de las amnistías tributarias. 

En su primer fallo sobre el tema, en la sentencia C-260 de 1993, señaló que el vocablo amnistía proviene del griego que hace referencia a amnesia, que significa perdón, para el caso era un olvido jurídico como ocurre en el campo penal, así indicó que en el caso del Derecho Tributario, las amnistías sirven:
“…para exonerar de la obligación a los contribuyentes, cuando las circunstancias que recaen sobre la realidad económica así lo aconsejen.  Es un olvido que tiene su razón de ser en la conveniencia socio-económica, tanto del Estado como de la sociedad civil, como partes de un mismo proceso económico y jurídico”. (Resaltado fuera de texto).

Con lo anterior, se van decantando algunos elementos de la definición, tales como (1) el concepto de -exoneración- de una obligación, por (2) la necesidad de circunstancias que ameriten ésta por la conveniencia socio-económica del momento. De esta forma, cabe ser enfáticos en demostrar que, desde el primer fallo de la Corte se ha contemplado la posibilidad de establecer amnistías tributarias en ciertas situaciones, siendo posibles siempre que (3) sólo por razones de equidad se justifique apartarse del sentido de igualdad que debe imperar, como regla general, en materia de recaudación de impuestos. 

Desde aquel momento se estableció la posibilidad de adoptar estas medidas, y se hizo un llamado de atención al legislador para que tenga cuidado con la expedición de este tipo de normas que consagran alivios fiscales, en vista que solo pueden estar avaladas por un criterio de razonabilidad que las justifique y únicamente para casos específicos, de igual forma se hace un llamado de atención a las autoridades encargadas de recaudar impuestos.

Por esto, los alivios fiscales pueden ser herramientas que faciliten la inclusión y regreso del statu quo de un determinado grupo de sujetos, que se encuentran en mora con el fisco, con el fin que puedan cumplir con sus obligaciones tributarias de una manera más favorable. De tal modo, se busca la aplicación del principio de equidad tributario expresado en fórmulas que sin la necesidad de vulnerar el derecho de otros contribuyentes, permitan a la formalización y el regreso a la normalidad jurídica de otros.

2. Objetivos.
En el presente acápite se dará cuenta de los objetivos del Proyecto de Ley para denotar sus fines.

El objetivo general del proyecto de Ley es el siguiente:
· Contribuir al cumplimiento de las obligaciones tributarias de carácter nacional y territorial, así como otras obligaciones de carácter administrativo, mercantil, seguridad social, y prevención del riesgo, entre otras, a favor de las Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y sujetos similares, por medio del establecimiento de incentivos a favor de estos y que les permitan regularizar su situación de incumplimiento actual. 

A través de este objetivo general se pretende conseguir los siguientes objetivos específicos:
· Cumplir las obligaciones de diferentes tipos a cargo de las Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y sujetos similares.
· Aumentar el recaudo tributario producto de la implementación del incentivo fiscal temporal.
· Aumentar y mantener el cumplimiento de las obligaciones de diferentes tipos a cargo de las Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y sujetos similares.
· Formalizar el sector las Cooperativas, Entidades Sin Ánimo de Lucro y sujetos similares.

3. Descripción del proyecto.
Considerando los objetivos trazados, el presente proyecto de ley contempla las siguientes disposiciones:

En el artículo primero se habla del objeto de la ley, que representa íntegramente los objetivos señalados anteriormente, los cuales obedecen a contribuir al cumplimiento de las obligaciones de las cooperativas, entidades sin ánimo de lucro y otras entidades similares.

Posteriormente, se plantea el incentivo fiscal temporal, el cual consiste en la reducción parcial de un porcentaje de los interés y sanciones relacionados con obligaciones, tributarias, aduaneras y cambiarias. Es importante hacer énfasis en que al no condonar el impuesto en sí mismo, no se está violentando la condición de los contribuyentes cumplidos, por lo tanto no hay vulneración del principio de equidad tributario.

Este tratamiento se le otorgará a las asociaciones, fundaciones y corporaciones constituidas como entidades sin ánimo de lucro (sin importar que pertenezcan o no al régimen tributario especial), las entidades del artículo 19-4 (Cooperativas), 19-5 (Propiedad Horizontal) y 23 (entidades no contribuyentes declarantes) del Estatuto Tributario Nacional de acuerdo con los requisitos y condiciones establecidos en esta ley.

En contraposición, esta ley no les aplica a las personas jurídicas con ánimo de lucro y personas naturales. De igual manera, tampoco a los sujetos pasivos, contribuyentes, responsables y agentes de retención hubieran sido admitidos en procesos de reorganización empresarial,  en procesos de liquidación judicial, o que hubieran sido admitidos en los procesos de restructuración regulados por la Ley 550 de 1999, la Ley 1066 de 2006 y por los Convenios de Desempeño.

Tampoco podrán acceder a los beneficios de que trata la presente ley los deudores que hayan suscritos acuerdos de pago con fundamento en la Ley 1607 de 2012, Ley 1739 de 2014, y Ley 1819 de 2016, que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren en mora por las obligaciones contenidas en los mismos.

Entre otras cuestiones se plantea que en este caso el valor a pagar puede ser inferior al de la sanción mínima, se indica que algunas entidades deben promocionar la aplicación de esta ley en el sentido de darle difusión para que los respectivos contribuyentes puedan acogerse a los beneficios de la misma.

También se encuentra una disposición que faculta a las entidades territoriales a emplear este incentivo fiscal en sus jurisdicciones, el cual deberán aplicar por medio de acuerdo municipal, acuerdo distrital u ordenanza departamental.

De otro lado, se plantea que el Gobierno Nacional, junto con otras entidades públicas relacionadas, debe generar programas y acciones para fomentar el cumplimiento de las obligaciones administrativas de diferente índole que tienen los sujetos destinatarios de la presente ley.

Por último se estipulan las vigencias y derogatorias de la ley, la cual empezará a regir a partir de su promulgación.

4. Fundamento jurídico.
Como el fundamento jurídico de este proyecto de ley, se relaciona principalmente con el fenómeno jurídico de las amnistías tribuirás, a continuación se hace una aproximación a este fenómeno.

4.1. Delimitación jurídica del fenómeno de las amnistías tributarias en la jurisprudencia constitucional en Colombia.
El presente acápite analizará los fallos de la Corte Constitucional que se han suscitado en relación al tema de estudio, teniendo como referente la Constitución Política (en adelante C.P.) de 1991, de tal forma se realizará la delimitación jurídica del fenómeno de las amnistías tributarias, así se decantará esta noción con base en la jurisprudencia constitucional, teniendo en cuenta la ausencia de regulación legal.[footnoteRef:2] [2:  En la explicación se usa in extenso el artículo de investigación titulado “Las amnistías tributarias. Un análisis crítico de la jurisprudencia constitucional en Colombia (1992-2015)” de autoría del señor Eduardo Andrés Cubides Durán, publicado por la Universidad Externado de Colombia en 2017. El autor autorizó el uso de la publicación.] 


Refiriéndose al concepto de las amnistías tributarias desde la doctrina, es menester entender que es un asunto que se ubica dentro del tema de modos de extinción de las obligaciones tributarias (en sentido amplio) y también sanciones, específicamente en el fenómeno conocido como remisión o condonación. Acudiendo a la doctrina ius civilista, señala Hinestrosa[footnoteRef:3] que, la remisión o condonación tienen una acepción amplia que implica exoneración y liberación, es decir dejación del derecho a su favor.  [3:  Ver a Fernando Hinestrosa en su obra: “Tratado de las obligaciones: concepto, estructura y vicisitudes”. Universidad Externado de Colombia 2017.] 


Teniendo en cuenta lo anterior, y con un panorama inicial planteado, es necesario delimitar la descripción de este asunto que brindan las sentencias de la Corte Constitucional, así iniciar el estudio jurisprudencial, teniendo claro que esta entidad también ha entendido a las amnistías como condonación de obligaciones y sanciones tributarias.

La Corte no ha tenido un pronunciamiento unívoco desde sus inicios acerca de las amnistías tributarias. En su primer fallo sobre el tema, en la sentencia C-260 de 1993, como ya se vio previamente, donde se indicó que es una herramienta posible, que es útil y necesaria en ciertos momentos, y que por tal razón, en determinadas situaciones se amerita su empleo.

Con lo anterior, se van decantando algunos elementos de la definición, tales como (1) el concepto de -exoneración- de una obligación, por (2) la necesidad de circunstancias que ameriten ésta por la conveniencia socio-económica del momento, y que (3) sólo por razones de equidad se justifique apartarse del sentido de igualdad que debe imperar, como regla general, en materia de recaudación de impuestos. 

Los anteriores postulados (concepto de exoneración, posibilidad y excepcionalidad) se acentuaron a lo largo de los fallos y desde la sentencia C-511 de 1996, se evidenciaron otros dos elementos de la definición, por una lado que las amnistías son (4) un modo extraordinario de extinción de la obligación tributaria, (5) que versa sobre obligaciones tributarias perfeccionadas y plenamente exigibles. 

De igual forma, recalcó la Corte para el caso de las amnistías (6) no violaban por si mismas la C.P. aunque se vea afectado en alguna medida el principio de equidad, siendo (7) un incentivo para que los contribuyentes morosos regularicen su situación, de la siguiente manera: 
“no viola en ningún sentido la Constitución, que una ley pretenda conceder a los contribuyentes morosos una oportunidad para resolver su situación fiscal. Tampoco quebranta la Carta que el Estado haga uso de ciertos instrumentos de recaudo, con el objeto de recuperar, así sea parcialmente, sus créditos, máxime si de lo anterior se sigue el aumento de personas que ingresan a la base de contribuyentes.” (Resaltado fuera de texto).

Por otro lado, es imperativo señalar hasta este punto cronológico dos cosas. La primera es que la Corte no parecía hacer ninguna distinción entre saneamientos y amnistías, refiriéndose a estos términos indistintamente, mencionado su posibilidad de implementación como medidas exonerativas de orden económico o fiscal. La segunda es que se condicionó su posibilidad de implementación (teniendo en cuenta que son excepcionales) a (8) la necesidad de congruencia que debe haber entre estas medidas y la causa y finalidad de las mismas (relación teleológica), siendo indispensable (9) la carga de justificación acerca de (10) la razonabilidad y proporcionalidad de estas con base en hechos reales. 

Conforme a lo anterior, corresponde desde ese momento al legislador la justificación de adopción de este tipo de medidas, teniendo en cuenta que la Corte para cada oportunidad realizaría un escrutinio constitucional riguroso, a efectos precisamente de revisar su constitucionalidad.

Continuando y concretando el análisis, desde la sentencia C-804 de 2001, tratándose de la cuota de compensación militar, la Corte definió a las amnistías como una condonación de las obligaciones tributarias, y este pronunciamiento ha sido reiterado desde entonces en la jurisprudencia constitucional, indicando que es un evento extintivo de la obligación, donde opera una condonación o remisión de una obligación tributaria que ya existe, y agregó un elemento nuevo, que es (11) la exigencia de cumplir los requisitos que la ley señale para acceder a los beneficios.

Por su parte en sentencia C-910 de 2004, la Corte indicó también que estas condonaciones (12) pueden efectuarse sobre el total o una parte de la obligación. En esa oportunidad indicó lo siguiente: “las amnistías tributarias tienen lugar cuando se condonan, en todo o en parte, las obligaciones a cargo de un contribuyente respecto del cual ya se ha configurado la correspondiente obligación tributaria”.

Continuando el estudio, en la sentencia C-833 de 2013 la Corte hizo una recapitulación de lo tratado hasta ese momento, agregando nuevos elementos a la definición que se había venido construyendo. Por una parte hizo mención a la (13) independencia entre la denominación y efectos de la disposición que contemplan amnistías, dado que se está frente a estas medidas cuando (14) ante el incumplimiento de obligaciones, se introducen herramientas para condonarlas de forma total o parcial, o para inhibir o atenuar las consecuencias adversas de tal incumplimiento (investigaciones, liquidaciones y sanciones). Por ultimo señalo la Corte la (15) diferencia entre saneamiento y amnistía, que es de género a especie, siendo las amnistías instrumentos de saneamiento fiscal.

Adicionalmente, vale la pena mencionar la sentencia C-551 de 2015, donde la Corte indico que (16) para que estas medidas fueran constitucionales es necesario que supere un test de estricto de proporcionalidad, donde se verifique que los fines perseguidos por estas herramientas sean legítimos, constitucionalmente importantes e imperiosos, de tal forma que (17) los beneficios de adoptar estas medidas deben exceder claramente las restricciones impuestas sobre otros principios y valores constitucionales, haciendo que el peso ponderado del bien perseguido y su duración en el tiempo, sea mayor al peso del bien transitoria y parcialmente sacrificado.

Considerando el recuento anterior este se puede agrupar en dos categorías, la primera sobre la delimitación conceptual del vocablo de amnistía tributaria, y la segunda sobre los requisitos de constitucionalidad de estas medidas, ergo pasemos a su decantación.

Según el defensor de la norma normarum las amnistías tributarias son una especie de saneamiento fiscal que consiste en un modo extraordinario de extinción de las obligaciones y sanciones tributarias, donde se exonera al contribuyente total o parcialmente de estos rubros plenamente exigibles, de los cuales está pendiente su cumplimiento, siendo un incentivo para que el contribuyente moroso regularice su situación, siempre y cuando se realicen los requisitos que la ley señale para acceder a estos beneficios.

Lo anterior es constitucionalmente factible, teniendo en cuenta que este tipo de saneamientos no violan por si mismos la C.P., pero considerarse que estas solo son posibles si hay circunstancias extraordinarias que ameritan su empleo dada su conveniencia socio-económica, pues se persigue la protección de fines legítimos y constitucionalmente imperiosos con la adopción de las amnistías, en este sentido se busca que los beneficios buscados sean mayores a los perjuicios que puedan generarse. De tal forma deben existir razones que ameritan apartarse del sentido de igualdad que debe imperar en las cargas públicas, con la adopción de este tipo de herramientas de alivio fiscal.

Estos instrumentos deben tener congruencia entre la causa, contenido y finalidad de los mismos, y corresponde al legislador la carga de justificación bajo criterios de proporcionalidad y razonabilidad, porque cuando la Corte estudie su constitucionalidad por medio de un test estricto de proporcionalidad, no revisará la denominación que adoptaron, sino los efectos que producen la disposición y su contenido jurídico.

Finalizando este punto, es necesario comprender como funcionan las amnistías tributarias sobre lo que se denomina la relación jurídica tributaria, y luego evidenciar porque el impuesto de normalización tributaria es una amnistía tributaria injustificada.




4.2. Análisis de las figuras que contemplaron amnistías en la legislación colombiana. 

4.2.1. La relación jurídica tributaria. Como se observó, las amnistías son un modo de extinción anómalo de las obligaciones y sanciones tributarias, por lo cual, es necesario describir brevemente el concepto de relación jurídica tributaria, para entender la estructura del contenido de la obligación en este ámbito, y en concreto su terminación, teniendo en cuenta que para nuestro ordenamiento este asunto está regulado en el Estatuto Tributario (en adelante E.T.) en el artículo 800 y siguientes, y 1625 y siguientes del Código Civil.

Antes de hablar de la obligación tributaria, es importante revisar el concepto que en materia civil se ha dado, teniendo en cuenta que de una u otra forma la estructura obligacional del derecho tributario deviene de la planteada en el ámbito civil, como la clásica relación acreedor – deudor. De la siguiente forma se refiere Hinestrosa (2007, 55) al tema:
“Obligación significa ligamen, atadura, términos próximos entre sí, pero no sinónimos, que vertidos al derecho implican una relación jurídica, (...) en razón de la cual un sujeto activo, que se denomina acreedor, espera fundadamente un determinado comportamiento, colaboración, que es la prestación, útil para él y susceptible de valoración pecuniaria, de parte y a cargo de otro, sujeto pasivo, llamado deudor, quien se encuentra, por lo mismo, en la necesidad de ajustar su conducta al contenido del nexo, so pena de quedar expuesto a padecer ejecución forzada.”

Como puede deducirse de esta definición, la obligación es un nexo que une a dos sujetos (acreedor y deudor), cuyo objeto es un deber de conducta, que crea una relación entre estos (ese nexo, ligamen, o atadura), donde los dos se ven compelidos a realizar un determinado comportamiento, so pena de realizar la prestación inicial de forma forzada, o pagar su equivalente en dinero, pero en todo caso resarcir los daños y perjuicios causados por su incumplimiento. De lo mencionado anteriormente se desprende que la obligación en el ámbito civil tiene los siguientes elementos: dos sujetos (i) acreedor o sujeto activo y (ii) deudor o sujeto pasivo, quienes se deben recíprocamente (iii) un deber de comportamiento (la prestación), en virtud de la (iv) autonomía de la voluntad de las partes.

En el derecho civil la obligación está compuesta por dos sujetos, quienes por medio de la autonomía de la voluntad crean un nexo entre sí, lo que los compele a realizar determinado comportamiento so pena de verse a hacerlo de forma obligatoria. Sin embargo, en Derecho Tributario, no existe la autonomía de la voluntad, sino que es una obligación que surge del poder impositivo del Estado, establecido en Colombia en la C.P. en su artículo 95 numeral 9. En este sentido el nacimiento de la obligación tributaria se da con la realización del hecho generador previsto en la norma.

Se entiende entonces que la obligación tributaria (principal) vincula a dos sujetos (activo-administración y pasivo-contribuyente), donde al sujeto activo o acreedor se le genera a su favor un crédito en virtud de la Constitución y la ley, que da los supuestos de hecho (hecho generador) que una vez cumplidos realizan el nacimiento de la obligación tributaria sustancial en cabeza del sujeto pasivo o deudor. 

Adicional a lo anterior, también se generan otras obligaciones accesorias a la obligación principal (como los intereses), a su vez unas obligaciones de tipo formal que pueden devenir de actos administrativos, al no estar contempladas en el artículo 338 constitucional, y dado el caso pueden existir también sanciones, lo que permite concluir como señala (Marín, 2015, 314)[footnoteRef:4]: [4:  Ver la Obligación Tributaria y sus fundamentos constitucionales. Universidad Externado de Colombia 2015.] 

“La relación jurídico-tributaria es compleja debido a que numerosas figuras legales en el escenario impositivo exigen un comportamiento, pues el objeto de la misma va más allá del pago del tributo como consecuencia de la realización del hecho generador (lo que se conoce como obligación tributaria principal) y compromete también otra serie de exigencias distintas de ella, como, por ejemplo, deberes formales a cargo de los sujetos pasivos del tributo. (…) Además de la obligación tributaria sustancial o material, coexisten otras obligaciones, como la de realizar pagos a cuenta de la obligación principal, mediante retenciones en la fuente, autoretenciones y anticipos. Así mismo, encontramos las de carácter accesorio, que tienen un contenido pecuniario y se exigen en relación con otra obligación tributaria, como es el caso de los intereses moratorios que se generan por el no pago oportuno de la obligación tributaria principal o de realizar pagos a cuenta. Por su parte, los deberes formales carecen de carácter pecuniario, pero son establecidos legalmente a efectos de posibilitar el desarrollo de actuaciones o procedimientos tributarios y, en últimas, asegurar el debido cumplimiento de las obligaciones tributarias sustanciales.” (Negrilla y subrayado fuera de texto).
 
Como se mencionó, de igual forma hacen parte de la relación jurídica tributaria las sanciones, que no son obligaciones accesorias, ni deberes formales, ni tampoco hacen parte de otro tipo de obligaciones, son la consecuencia de la realización de un hecho tipificado como sancionable en la norma, producto del incumplimiento de alguna obligación, su relación con la obligación incumplida es indirecta, pues la génesis de la sanción deviene de la norma y no de la obligación, como ocurre con las obligaciones accesorias. 

El conjunto de estas obligaciones (sustancial, accesorias y formales), junto con las sanciones (dado el caso), es lo que constituye la relación jurídica - tributaria, que recapitulando es una relación de derecho, en virtud de la cual, el sujeto que se encuentre en los determinados supuestos de la norma, es llamado a cumplir con su deber constitucional de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado, no solo pagando el tributo, sino cumpliendo las demás obligaciones, so pena de ser sancionado producto de la tipificación establecida.

Con el panorama general entendido, es necesario acotar la delimitación jurídica de las amnistías tributarias, para revisar sobre qué parte de la relación jurídica impositiva recaen las mismas como mecanismos de extinción de estos vínculos, y verificar si en realidad constituyen o no este fenómeno, según la definición de la Corte Constitucional.

4.2.2. Delimitación jurídica de las amnistías tributarias. Dice la Corte que las amnistías son condonaciones totales o parciales de las obligaciones, sin embargo, en algunas ocasiones también mencionó que eran exoneraciones de las obligaciones, por lo cual vale la pena preguntarse sí las dos acepciones son lo mismo. Un primer acercamiento, citando la Real Academia de la Lengua Española – RAE, nos dice que condonar es “perdonar o remitir una pena de muerte o deuda” y exonerar es “aliviar, descargar de peso u obligación”. Con lo anterior, se considera más acertado emplear el concepto de exoneración como se explicará a continuación.

Con lo estudiado hasta el momento, observamos que las amnistías no son simples condonaciones de las obligaciones, además que este efecto se encuentra especialmente estipulado en el artículo 820 del E.T. y que también pareciera existir para el caso una posible transgresión del artículo 136-4 de la C.P. al perdonar réditos a favor del Estado entendiéndolas como donaciones

Por lo anterior, el concepto de exoneración tiene un elemento determinante en la diferenciación que deberá tenerse en cuenta por el juez constitucional, y es su carácter de aliviar una situación a raíz de una circunstancia excepcional que podría justificar este comportamiento del legislador, no se trata de un perdón de obligaciones sencillamente, al involucrar diferentes elementos que no son propios de la condonación en estricto sentido y son más propios del ámbito tributario.

4.3. Tipos de amnistía. Partiendo de la delimitación planteada y considerando que las amnistías constituyen exoneraciones totales o parciales de las diferentes obligaciones y sanciones tributarias, enmarcadas dentro de unas circunstancias especiales, se procede a analizar la operatividad del mismo estudiando las normas que fueron demandas.

Para realizar el análisis enunciado, se han agrupado las disposiciones de la siguiente manera: (1) exoneración total de las obligaciones o sanciones, (2) exoneración parcial de las obligaciones y sanciones y (3) otras categorías que no son amnistías. Sobre la última clase se deja un lado la denominación que le ha dado el legislador, centrándose en el estudio del efecto jurídico de fondo, que es lo que realmente interesa estudiar, con base en lo planteado por la Corte Constitucional.

4.3.1. Exoneración total de obligaciones o sanciones. En el caso de la exoneración total del impuesto, se observa el caso de la cuota de compensación militar (sentencias C-804 de 2001 y C-315 de 2011), donde los contribuyentes fueron eximidos del pago del tributo, por sus situaciones excepcionales de precariedad económica. Para el caso de la exoneración total de intereses y sanciones, el fenómeno puede ocurrir de dos formas. La primera donde la exoneración sucede de forma directa según estipula la ley (sentencia C-511 de 1996 tratando el artículo 238 de la ley 223 de 1995), y la segunda de forma indirecta cuando se le permite al contribuyente presentar fuera de tiempo su declaración sin que se causen intereses o sanción de extemporaneidad, lo que lo exonera del pago de estos rubros que ya se generaron.

4.3.2. Exoneración parcial de obligaciones y sanciones. Esto sucede también de dos formas, directa o indirectamente. Directamente estableciendo exoneración de forma específica como sucede con las condiciones especiales de pago (sentencia C-743 de 2015, tratando el artículo 57 de la Ley 1739 de 2015)[footnoteRef:5], en donde se le permite al contribuyente pagar de forma reducida los intereses y sanciones sí paga el cien por ciento del impuesto y los rubros mencionados en el porcentaje estipulado. De forma indirecta cuando hay una disminución de la tarifa aplicable como en el caso de las obligaciones del Fondo Cinematográfico, por concepto de impuesto al cine (sentencias C-260 de 1993 tratando el articulo 66 la ley 49 de 1990), y la disminución de intereses moratorios (sentencia C-1115 de 2001, tratando el artículo 100 de la ley 633 de 2001).  [5:  Ver el artículo 356 de la Ley 1819 sobre condición especial de pago para gravámenes de carácter territorial.] 


Dentro de la categorización anterior, acerca de la exoneración parcial de la obligación por reducción de la tarifa, se entiende que están incluidos los tan controvertidos saneamientos patrimoniales, aquellos que permiten la inclusión de activos omitidos y exclusión de pasivos inexistentes por lo que se explicará a continuación haciendo referencia a las sentencias C-138 de 1996 (Artículo 1 de la Ley 174 de 1994), C-992 de 2001 (Artículo 4 de la Ley 633 de 2000), C-1114 de 2003 (Artículo 80 de la Ley 788 de 2002), C-910 de 2004 (Artículo 6 de la Ley 863 de 2003), C-833 de 2013 (Artículo 163 de la Ley 1607 de 2012), y C-551 de 2015 (Artículos 35 y siguientes de la Ley 1739 de 2014).

Para el caso de las sentencias C-992 de 2001 y C-1114 de 2003 se revisaron las disposiciones que contemplaban la posibilidad de incluir activos omitidos o pasivos inexistentes de periodos pasados fiscalizables, en las declaraciones de renta del año en curso, pero a una tarifa menor, otorgando una firmeza especial en la declaración. En el caso de la sentencia C-833 de 2013, se estudió el artículo 163 de la Ley 1607, que disponía la posibilidad de incluir pasivos inexistentes o activos omitidos, de las declaraciones de renta de periodos no revisables, pagando una tarifa de 10%, en vista que se consideraba el patrimonio descubierto como ganancia ocasional. Por último para el caso del impuesto de normalización tributaria estudiado en la sentencia C-551 de 2015, se configuró un impuesto cuyo hecho generador era la omisión de activos o inclusión de activos, tributando a una tarifa específica y progresiva.

Los anteriores cuatro pronunciamientos constituyen una amnistía tributaria con base en la delimitación jurídica construida a partir de los pronunciamientos de la Corte, pues encuadran con la definición planteada, ya que se está reduciendo la obligación principal ya generada, disponiendo una tarifa menor para determinar el impuesto a pagar. La obligación se incumplió cuando el contribuyente debía declarar y pagar el impuesto de renta respectivo incluyendo el valor de los activos omitidos o pasivos inexistentes, a la tarifa establecida, sin embargo, el legislador una vez surgida la obligación mencionada, les otorgó la posibilidad a estos contribuyentes de declarar los rubros indicados una tarifa menor a la inicial, y para los dos primeros casos con una firmeza menor, lo que claramente aminora la carga impositiva.[footnoteRef:6] [6:  Cabe anotar que la Corte encontró constitucional el impuesto de normalización tributaria, señalando que no era una amnistía tributaria, y que en todo caso el saneamiento supera el test estricto de proporcionalidad, dado que “es una medida legítima desde la perspectiva constitucional, con fines importantes e imperiosos, que resulta adecuada, necesaria y conducente para el logro de finalidades esenciales del estado social y democrático de derecho”. Por otra parte, indica que la administración no tiene conocimiento de los bienes a regularizar, por tanto no existe una obligación liquida que condonar. 
Sobre el tema se debe precisar que no se está de acuerdo con la Corte, pues se está exonerando una obligación tributaria que ha nacido aunque no se ha detectado, así el contribuyente una vez revele sus obligaciones pendientes las mismas serán aminoradas por este acto, situación casi idéntica a la estudiada en sentencia C-833 de 2013.
Por último cabe precisar que la Corte debió haber aceptado este impuesto como una amnistía, pues en todo caso supero el test estricto de proporcionalidad que se le exige a los saneamientos fiscales, así hubiera dado cabida más adelante al empleo de estas herramientas cuando vuelvan a ser necesarias como se encontró en el presente caso.] 


No obstante, tratándose de la sentencia C-910 de 2004, se declaró la constitucionalidad del artículo 4 de la Ley 863 de 2003, que adicionó el Estatuto Tributario en su artículo 239-1, donde se permite incluir como renta líquida gravable, los activos omitidos o pasivos inexistentes, de declaraciones de renta de periodos no revisables. Para el presente caso se encontró que no había una amnistía tributaria, puesto que no hay una condonación total o parcial de la obligación tributaria exigible, sino que por el contrario, permite al contribuyente y a la administración tributaria en dado caso, incluir en la declaración los rubros en cuestión como renta líquida gravable, y sobre estos tributar a la tarifa estándar, pues estos montos se toman como un ingreso gravable para el periodo en curso. 

Debe tenerse en cuenta que si no existiera el artículo 239-1 del Estatuto Tributario, la posibilidad de incluir activos omitidos o pasivos inexistentes de periodos no revisables, no constituiría una amnistía tributaria, dado que la administración habría perdido competencia para fiscalizar las declaraciones presentadas, por lo tanto, la persona estaría contribuyendo a revelar ante la administración su patrimonio oculto o los pasivos que no existían, lo anterior en vista que no habría norma para tener en cuenta hechos de cualquier periodo que ya estuviera en firme. 

Sobre este punto anterior vale la pena destacar que aunque la obligación no este determinada, dado el desconocimiento de hechos económicos por parte de la administración, la misma sí existe (ya se generó) y es determinable, por lo cual podrá ser exigible, ergo disminuir la tarifa de tributación de estos montos es exonerar parcialmente del pago que pueda cobrarse en el futuro.

4.3.3. Otras medidas que no son amnistías. Como ya se mencionó, también existen otras medidas que han sido denominadas como amnistías tributarias, sin embargo, bajo el contraste de la definición decantada con la disposición particular, no se encuentra que su naturaleza sea la de una amnistía tributaria, tales son los casos de (1) la conciliación y/o transacción de los procesos administrativos y contenciosos administrativos, (2) la imposibilidad de realizar investigaciones e imponer sanciones (Sentencia C-511 de 1996, tratando el artículo 243 de la Ley 223 de 1995), (3) la firmeza especial de la declaración (Sentencia C-511 de 1996, tratando el artículo 240 de la Ley 223 de 1995), y (4) el cambio en la imputación del pago (Sentencia C-823 de 2004 y C-910 de 2004)

En particular sobre la primera situación, el fenómeno se refiere a la posibilidad que se les da a los contribuyentes de prescindir de sus pretensiones que tienen en un litigio tributario en sede del proceso administrativo o jurisdiccional, a cambio de que solo paguen un porcentaje del monto en discusión, generalmente cumpliendo los requisitos que trae consigo la disposición que permite el mecanismo, y concedido dentro de un tiempo acotado. Sobre el asunto la Corte Constitucional se refirió al tema en seis oportunidades. En la sentencia C-511 de 1996, examinando el artículo 246 de la Ley 223 1995; en la Sentencia C-992 de 2001, tratando el artículo 101 de la Ley 633 de 2001; en las Sentencias C-910, C-990 y C-999 de 2004 analizando los artículos 38 y 39 de la Ley 863 de 2003; y en la Sentencia C-333 de 2010 estudiando el artículo 77 de la Ley 1328 de 2009.[footnoteRef:7] [7:  Ver artículos 147 y 148 de la Ley 1607 de 2012, 55 y 56 de la Ley 1739 de 2014, y 305 y 306 de la Ley 1819 de 2016.] 


La primera vez que la Corte se pronunció sobre el asunto, fue en la Sentencia C-511 de 1996, en donde infortunadamente no realizó ningún pronunciamiento de fondo, sino que se limitó a decir que era una amnistía injustificada, al igual que todos los medios de saneamiento fiscal que se introdujeron en la Ley 223 de 1995. La segunda oportunidad fue en la Sentencia C-992 de 2001, pero en esta oportunidad tampoco hubo un pronunciamiento de fondo, puesto que la Corte se declaró inhibida por falta de objeto, dado que la disposición ya había agotado sus efectos en el tiempo.

La tercera oportunidad en donde se habló del tema, fue la Sentencia C-910 de 2004 (Para las Sentencias C-990 de 2004 y C999 de 2004, la Corte se estuvo a lo resuelto en el pronunciamiento anterior), en donde la Corte señaló que estos instrumentos no pueden equipararse a las amnistías tributarías, puesto que no hay un resultado desfavorable hasta el momento para el contribuyente, tanto así, que es por esto que sostiene un litigio frente a la administración, situación diferente a la de los contribuyentes que saben lo que deben, y lo han aceptado, pero que no obstante no han cumplido con sus obligaciones. Señaló la Corte:
“Por consiguiente, no se trata de favorecer al contribuyente incumplido o moroso con una rebaja en sus obligaciones, sino de terminar anticipadamente una controversia en torno a las mismas, razón por la cual no cabe afirmar que las normas acusadas constituyan una amnistía tributaria. (…) en este caso, la materia es susceptible de conciliación, por referirse a pretensiones de carácter patrimonial y contenido económico, y, como quiera que esas conciliación o transacción, operan sobre materias objeto de controversia, no comportan, por consiguiente, per se, la rebaja de obligaciones ciertas e indiscutidas y no pueden catalogarse como amnistías tributarias (…) obedece a una consideración de política legislativa la ponderación entre la ganancia por la oportunidad del recaudo y el ahorro de tiempo y recursos administrativos, y un eventual estímulo a controvertir administrativa y judicialmente las obligaciones tributarias, con la perspectiva, también eventual, de beneficiarse de una medida legal de alivio o saneamiento.”  

Por último, la Corte se pronunció sobre el tema en la Sentencia C-333 de 2010, en la cual se estudió la posibilidad de aplicar este instrumento a las entidades territoriales, y se encontró que la disposición demandada era inconstitucional, porque vulneraba el articulo 287 y 294 de la Constitución, dado que la norma otorgaba la facultad a los contribuyentes de conciliar sus procesos por los impuestos territoriales que tuvieran en discusión. Sobre este punto cabe analizar (no obstante que la Corte no se pronunció sobre el tema) que la inconstitucionalidad se dio porque se otorgaron tratamientos preferenciales, sobre los tributos de propiedad de las entidades territoriales. Sin embargo, no se excluye la posibilidad de que se dote con estas herramientas a las entidades territoriales, para que sean estas las que dispongan de las mismas según sus necesidades, tema que se analizará en el cuarto acápite.

En general, las cuatro circunstancias enunciadas que no constituyen una amnistía tributaria, son otro tipo de medidas de alivio fiscal puesto que no hay exoneración total o parcial de las obligaciones y sanciones tributarias. En el primer caso es una terminación anticipada del proceso tributario en la instancia que se encuentre; en el segundo, se trata de una renuncia a las facultades de fiscalización de la administración sin que exista ningún proceso en curso; el tercero es la disminución del termino de firmeza de la declaración que se encuentra en el artículo 714 del E.T., y el cuarto es una modificación temporal al artículo 804 del E.T. sobre prelación e imputación del pago.

Como no son amnistías, deben ser considerados como otro tipo de saneamientos o herramientas. Valdría la pena revisar para el caso de las firmezas especiales, las no investigaciones, y la terminación anticipada del proceso tributario que, aunque no son exoneraciones de las obligaciones o sanciones tributarias propiamente, sí podría haberlas de forma hipotética e indirectamente, como señala Medina (2015-A) acerca del modo de extinción de las obligaciones por la pérdida de potestad para revisar las declaraciones tributarias.

4.2.4. Operatividad de las amnistías. Para dar por terminado el estudio de este acápite y a modo de resumen, se revisará cómo actúa el concepto de amnistía tributaría en los diferentes vínculos de la relación jurídico tributaria.

Respecto de (i) la obligación tributaria principal, puede exonerarse total o parcialmente[footnoteRef:8] de su cumplimiento como vimos. Para (ii) las obligaciones accesorias, su exoneración también puede ser total o parcial[footnoteRef:9]. Acerca de (iii) las obligaciones formales, puede exonerarse de su cumplimiento, o bien reducir su intensidad, sin embargo, sí ya fue incumplida no procede la condonación de las mismas, puesto que este incumplimiento se traduce de forma inmediata en una sanción. Por último y concatenado a lo anterior, se puede exonerar de (iv) las sanciones de forma total o parcial.[footnoteRef:10] [8:  La exoneración parcial puede recaer de forma directa en la obligación sustancial, o hacerlo de forma indirecta, por ejemplo por medio de la disminución de la tarifa, que es solo ejemplo que se ha planteado a partir del análisis de las sentencias, pues es claro que pueden haber diferentes modos de disminución indirecta de la obligación como puede ser una aminoración de la base, y en todo caso será la configuración que le dé el legislador a estas herramientas lo que lo determine como actuaran estas medidas. De igual forma sucede con las otras figuras analizadas.]  [9:  Esto puede darse de forma directa o indirecta, en este segundo caso permitiendo presentar la declaración fuera de tiempo sin que nazcan intereses o se generen de forma aminorada.]  [10:  Para el caso de las sanciones la exoneración puede darse de modo directo o indirecto. De forma indirecta permitiendo al contribuyente cumplir la obligación formal incumplida con efectos ex tunc. Vale decir que no se ha presentado en la legislación una exoneración parcial de forma indirecta, pero bien podría el legislador, permitir el cumplimiento de la obligación formal, con una reducción parcial de la sanción, pero se recalca no se ha presentado esta situación.] 


4.4. La estructura del juicio estricto de proporcionalidad.
Considerando todo lo anterior, la Corte Constitucional ha mencionado cuando se trate de la aplicación de este tipo de medidas, se debe superar un test estricto de proporcionalidad para verificar que la medida es necesaria y se justifica su empleo. En este sentido he mencionado la Corte que:
“El carácter estricto del juicio aplicable en esta oportunidad encuentra fundamento en los problemas que las amnistías plantean a la luz de las normas constitucionales que gobiernan el sistema tributario. En efecto, si bien en la regulación de los diferentes tributos, el legislador goza de un muy amplio margen de configuración y apreciación que le permite no solo definir sus elementos sino también valorar la conveniencia de su adopción, cuando se dispone -tal y como ocurre en el presente caso- la aprobación de medidas especiales que exceptúan de la aplicación del régimen general a las personas que no han cumplido oportunamente sus obligaciones tributarias.” (Sentencia C-743 de 2015)

[bookmark: ref_endnote_62]Con base en lo anterior, es necesario que el legislador cumpla con los requisitos que exige el test de proporcionalidad, de esta manera se evidencie si (1) se persigue una finalidad constitucionalmente imperiosa, (2) son efectivamente conducentes, (3) que son necesarias y, finalmente, (4) que son estrictamente proporcionadas, situaciones que se explican a continuación:

4.4.1. Finalidad constitucionalmente imperiosa.
La Corte señala que la finalidad de la medida empleada debe ser constitucionalmente imperiosa, esto es que su trascendencia constitucional de su realización es inaplazable o urgente. 

En este sentido, el proyecto de ley cumple con tales criterios puesto que la medida empleada es urgente por cuanto existen diferentes sujetos en estado de incumplimiento de sus obligaciones tributarias, aduaneras y cambiarias. Ese estado de incumplimiento les impide acceder a varios productos del sector financiero, e incluso no pueden si quiera dar por terminada su actividad, pues es necesario el paz y salvo tributario expedido por la dirección de impuestos y aduanas naciones – Dian.

Debe recordarse que la medida no solo no se encuentra prohibido en nuestro ordenamiento constitucional y legal, sino que la misma Corte Constitucional ha mencionado (como se vio en el recuento) que aplicar este tipo de instrumentos de alivio fiscal resaltan y se basan en el mismo principio de equidad establecido en los artículo 95-9 y 363 de la Constitución Política.

Es frecuente que el sistema tributario genere distorsiones económicas y sociales, más aun teniendo en cuenta los diversos cambios que se producen en el sector año a año, así como la generación y modificación de las obligaciones tributarios que esto acarrea, lo que ocasiona que los sujetos pasivos de los tributos se descontextualicen y empiecen a incumplir sus deberes.

Aunque no existe una obligación concreta del Gobierno Nacional para contextualizar y concientizar a los sujetos pasivos sobre los cambios tributarios que se producen, si debería existir capacitaciones en todo el territorio nacional que enseñen a la población las obligaciones que se generan o eliminan de un cambio normativo a otro.

Producto de lo anterior, es el constante incumplimiento de diferentes sujetos pasivos de las obligaciones tributarias que se generan con el paso del tiempo, lo que se acentúa en grupos de sujetos como los destinatarios de la norma, quienes son principalmente organizaciones de tipo social sin ánimo de lucro, a las cuales se les castiga con grandes cargas administrativas, pero no se les acompaña en el cumplimiento de las mismas. 

Si se quiere una cultura de la formalización y legalidad, hay que darle la mano y ayudar a la población a lograrlo por medio del empleo de este tipo de instrumentos, con el fin que regresen a su situación de normalidad y sigan ayudando a la construcción de país con sus aportes en la sociedad, comunidad y economía, pues de lo contrario existen pocas posibilidades y nulos escenarios en los cuales sin la ayuda del Estado estos sujetos pueden volver a regularizar su situación financiera. 

Por lo anterior, el presente proyecto de ley cumple y propicia parios fines de la Constitución como la igualdad (artículo 13), equidad (artículo 95-9 y 363), y eficiencia (artículo 363), entre otros.



4.4.2. La medida es conducente.
En segunda medida el examen de constitucionalidad se centra en la efectiva conducencia (idoneidad) que se le exige a la medida empleada, la cual debe tener contar con un alto grado de probabilidad según la evidencia empírica existente, alcanzar el objetivo invocado. 

De tal manera, como se comentó desde la introducción de la exposición de motivos, pasando por el análisis constitucional de las amnistías, y así como se verá más adelante en el acápite de impacto fiscal, está completamente demostrado que la aplicación de los alivios fiscales planteados, los cuales también han sido conocidos bajo la denominación de “condiciones especiales de pago” son mecanismos que ayudan a regularizar casi que completamente la situación de los contribuyentes morosos.

Como la norma no condona la totalidad o parte de los impuestos generados y adeudados, sino que se concentra en la reducción parcial de los intereses y sanciones relacionados con los tributos, al cancelar los rubros adeudados en las condiciones pactadas, los contribuyentes incumplidos puede normalizar su situación con el simple acogimiento de la norma, y claro el posterior pago de lo adeudado.

Con base en lo anterior la medida resulta conducente, pues cumple con la finalidad de regularizar los contribuyentes que se encuentren en situación de morosidad, adicionalmente, plantea obligaciones en cabeza del Gobierno Nacional junto con otras instituciones, de capacitar y crear programas y en general acciones para que estos sujetos mantengan su situación de normalidad y cumplimiento de las diferentes obligaciones de carácter administrativo, incluidas las tributarias.

4.4.3. Necesidad de la medida.
Por su parte, el juicio de necesidad impone determinar si el medio empleado es imprescindible para alcanzar el propósito o si, por el contrario, existen medidas alternativas que no restrinjan, o lo hagan en menor medida, el principio constitucional afectado.

Considerando lo planteado, debe analizarse si es necesario apartarse del sentido estricto de igualdad que debe imperar en las cargas públicas, y aplicar criterios de equidad y eficiencia para lograr que los contribuyentes morosos regularicen su situación tributaria, por medio de la aplicación del alivio fiscal propuesto.

En tal medida, no existen en la actualidad mecanismos administrativos o tributarios suficientes que permitan a los contribuyentes regularizar su situación fiscal completamente y de forma expedita y benigna, pues el empleo de acuerdos de pago o prelación en la imputación de créditos resulta insuficiente, en tanto el capital adeudado permanece igual, y no existe ninguna diferenciación crucial en la aplicación del régimen sancionatorio.

Para evidenciar la situación de incumplimiento se sumista la relación de la cartera en mora adeudada de las siguientes entidades, información que fue allegada juiciosamente por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales - Dian:
	Entidad
	Aduanas
	Cambios
	GMF
	Patrimonio
	Riqueza
	Renta
	Retención
	Consumo
	IVA
	Sanciones
	Total

	Cooperativas
19-4 ET
	2.356
	887
	33
	612
	743
	442.092
	4.146
	26
	51.293
	70.289
	572.845

	Artículo 23 del ET
	-
	-
	-
	-
	-
	184
	31
	-
	46
	-
	262

	ESAL del RTE
	52
	8
	42
	13
	-
	7.570
	2.008
	42
	6.670
	9.382
	25.770

	ESAL régimen ordinario
	-
	-
	-
	-
	-
	329
	-
	1
	99
	-
	431


* Valores en millones de pesos corrientes.

Si lo que se busca es dotar de verdaderas herramientas de saneamiento fiscal, con condiciones favorables para que los contribuyentes que se acojan puedan regularizar su situación y volver a la normalidad financiera, el alivio fiscal planteado es la herramienta tributario- administrativa a emplear, pues de lo contrario la medida posible a emplear sería cancelar las cantidades exorbitantes de dinero, con condiciones de pago igual de gravosas a las del régimen ordinario, lo que en nada ayuda a la normalización de los contribuyentes ni a la formalización o rescate financiero de los mismos.

4.4.4. Proporcionalidad de la medida.
Finalmente, al superar las anteriores etapas del juicio de proporcionalidad, deberá establecerse si la medida es estrictamente proporcionada, esto es, deberá determinar la Corte Constitucional si la importancia de las razones que apoyan el empleo de la medida puede justificar la intensidad de las restricciones sobre los principios afectados. 

Es necesario recalcar, que a juicio de la Corte las amnistías tributarias son aceptables y se fundamentan en la equidad, pero de igual forma, es este principio el que siempre se verá afectado en menor o mayor medida tratándose de las situaciones de los contribuyentes que cumplieron con sus obligaciones en tiempo, o de aquellos que pagaron de forma completa los intereses y sanciones generados.

Adicionalmente, se debe analizar críticamente la situación concreta, así, es necesario remitirse de nuevo a la sentencia C-833 de 2013, en donde se planteó el tema de una forma clara, y resumiendo las sentencias anteriores, acerca de la afectación al principio de equidad con las amnistías tributarias. Se transcribe in extenso:
“Con independencia de otros contenidos que puedan ser adscritos a las disposiciones constitucionales que consagran los principios de igualdad (art. 13 CP.), equidad y justicia tributaria (arts. 95-9 y 363 CP.), todos ellos fundamentan una exigencia de equidad horizontal, conforme a la cual se debe gravar de manera igual a quienes gozan de igual capacidad económica; ella, a su vez, implica la prohibición de romper este principio de igual tratamiento para dispensar del cumplimiento de sus obligaciones tributarias a un sujeto o grupo, sin que medien circunstancias que justifiquen un tratamiento diferenciado. (…) Es precisamente esta exigencia la que se ve comprometida cuando el legislador establece amnistías u otros mecanismos de saneamiento tributario, orientados a generar incentivos para que los contribuyentes incumplidos se pongan al día con sus obligaciones fiscales. (…) Las amnistías tributarias comprometen, prima facie, los principios de igualdad, equidad y justicia tributaria, pues los incentivos previstos para que los contribuyentes incumplidos se pongan al día con el fisco pueden llegar a desequilibrar el reparto equitativo de las cargas públicas, en detrimento de quienes han satisfecho de manera completa y oportuna sus obligaciones. (…) De ahí que resulten inadmisibles las amnistías generalizadas y desprovistas de una justificación suficiente. Corresponde al legislador acreditar la existencia de una situación excepcional que amerite la adopción de este instrumento de política fiscal, como también aportar elementos que evidencien la idoneidad y necesidad, e igualmente que la afectación que de ella pueda derivarse para los principios de igualdad, equidad y justicia tributaria se vea compensada por su contribución para superar la situación excepcional que se busca afrontar a través de la amnistía tributaria”

Al permitir que los contribuyentes incumplidos tengan un trato más beneficioso, se configura un desequilibrio respecto de la igualdad en las cargas públicas, de esta forma en estas medidas nunca va haber igualdad en sentido estricto, pero es necesario que dependiendo de las circunstancias fácticas y las herramientas otorgadas en cada caso, se pondere si los presupuestos son tales que se permita la afectación a este principio, siempre de manera justificada y proporcional, curiosamente avalando la equidad dentro de estricta igualdad.

En tal sentido, se recalca que la situación de los contribuyentes cumplidos no se afecta, toda vez que el alivio fiscal propuesto solo recae sobre intereses y sanciones, además solo recae sobre una porción de estos rubros, por lo cual solo afectaría la hipotética situación de aquellos contribuyentes morosos que al inicio de la vigencia de la ley hayan pagado el 100% de interés y sanciones adeudados.

Por otro lado, es claro que las amnistías tributarias se relacionan con el principio de eficiencia, en el entendido que son mecanismos que buscan la regularización de la situación fiscal de los contribuyentes incumplidos, con lo que el Estado asegura el recaudo de una cartera sin mayores problemas, y adicionalmente puede conseguirse otros beneficios como el intercambio de información y el aumento en la base de contribuyentes.

Por lo anterior, para el presente caso la medida es proporcional y no vulnera de manera fragante e incisiva ningún principio constitucional, de manera que la herramienta se haga inviable jurídicamente, lo que produce que que el peso ponderado del bien perseguido y su duración en el tiempo, sea mayor al peso del bien transitoria y parcialmente sacrificado.

5. Impacto fiscal.
De conformidad con lo presentado, pero específicamente con el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, los gastos que genere la presente iniciativa, de legar a existir, se entenderán incluidos en los presupuestos y en el Plan Operativo Anual de Inversión a que haya lugar, no obstante, el presente proyecto de ley no crea gastos de funcionamiento o inversión específicos, por el contrario obtiene recursos de manera eficiente a través de un recaudo en mora ágil y expedito. 

Teniendo en cuenta lo anterior, es relevante mencionar que una vez promulgada la Ley, el Gobierno deberá promover su ejercicio y cumplimiento, además se debe tener en cuenta como sustento un pronunciamiento de la Corte Constitucional, en la Sentencia C-502 de 2007, en la cual se puntualizó que el impacto fiscal de las normas, no puede convertirse en óbice y barrera, para que las corporaciones públicas ejerzan su función legislativa y normativa:
“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se lesiona seriamente la autonomía del Legislativo.

Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento.” (Resaltado fuera de texto).

[bookmark: _ftnref13]Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda.

Al respecto del impacto fiscal que los proyectos de ley pudieran generar, la Corte ha dicho:
“Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 constituyen un parámetro de racionalidad legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden de las finanzas públicas, la estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. Esto último en tanto un estudio previo de la compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley y las proyecciones de la política económica, disminuye el margen de incertidumbre respecto de la ejecución material de las previsiones legislativas. El mandato de adecuación entre la justificación de los proyectos de ley y la planeación de la política económica, empero, no puede comprenderse como un requisito de trámite para la aprobación de las iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el Congreso carece de las instancias de evaluación técnica para determinar el impacto fiscal de cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de financiación y la compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una interpretación de esta naturaleza constituiría una carga irrazonable para el Legislador y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia del Congreso para hacer las leyes. Un poder de este carácter, que involucra una barrera en la función constitucional de producción normativa, se muestra incompatible con el balance entre los poderes públicos y el principio democrático. Si se considera dicho mandato como un mecanismo de racionalidad legislativa, su cumplimiento corresponde inicialmente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, una vez el Congreso ha valorado, mediante las herramientas que tiene a su alcance, la compatibilidad entre los gastos que genera la iniciativa legislativa y las proyecciones de la política económica trazada por el Gobierno. (…). El artículo 7º de la Ley819/03 no puede interpretarse de modo tal que la falta de concurrencia del Ministerio de Hacienda y Crédito Público dentro del proceso legislativo, afecte la validez constitucional del trámite respectivo. (Sentencia C-315 de 2008).

Como lo ha resaltado la Corte, si bien compete a los miembros del Congreso la responsabilidad de estimar y tomar en cuenta el esfuerzo fiscal que el proyecto bajo estudio puede implicar para el erario público, es claro que es el Poder Ejecutivo, y al interior de aquél el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el que dispone de los elementos técnicos necesarios para valorar correctamente ese impacto, y a partir de ello, llegado el caso, demostrar a los miembros del órgano legislativo la inviabilidad financiera de la propuesta que se estudia. 

Finalmente, se debe tener en cuenta que el proyecto de ley no representa esfuerzo fiscal significativo, pues la medida al exaltar el principio de eficiencia también busca un recaudo fácil y expedido de la cartera adeudada, en este caso del impuesto debido y de los intereses y sanciones restantes a pagar.

De tal modo, al contrario de causar un impacto fiscal negativo, la promoción y aplicación de esta ley provoca mayores beneficios para el Estado y la sociedad, los cuales se representan en un recaudo ágil y el retorno a la normalidad de múltiples contribuyentes en estado de mora, quienes de otra manera difícilmente o jamás podrían regularizar su situación, y a los cuales se les deberá asistir y capacitar técnicamente para lograr la finalidad propuesta.

Lo anterior se basa a su vez en las siguientes cifras otorgadas por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – Dian, sobre el recaudo que ha tenido la implementación a saneamientos o alivios fiscales:
	No.
	Norma
	Concepto
	# Personas jurídicas
	# Personas naturales
	Resultado

	1
	Artículo 7 de la Ley 1066 de 2006.
	Condiciones especiales de pago temporales
	210
	205
	$ 6.093.146.196

	2
	Artículo 22 de la Ley 1430 de 2010
	Presentación extemporánea de IVA sin sanciones
	119.356
	53.423
	Se condono la sanción de extemporaneidad

	3
	Artículo 48 de la Ley 1430 de 2010
	Condición especial de pago
	17.557
	17.481
	$ 494.540.731.674

	4
	Artículo 147 de la Ley 1607 de 2012
	Conciliación contenciosa administrativa
	1.082 solicitudes de conciliación
	$ 505.035.385.656

	5
	Artículo 148 de la Ley 1607 de 2012
	Terminación por mutuo acuerdo
	1.149 solicitudes de terminación por mutuo acuerdo
	$ 371.867.117.522

	6
	Artículo 149 de la Ley 1607 de 2012
	Condición especial de pago
	29.858
	29.531
	$ 1.032.792.416.480

	7
	Artículo 55 de la Ley 1739 de 2014
	Conciliación contenciosa administrativa
	46
	$ 1.263.097.282

	8
	Artículo 56 de la Ley 1739 de 2014
	Terminación por mutuo acuerdo
	406 solicitudes de terminación por mutuo acuerdo
	$ 97.467.551.336

	9
	Artículo 57 de la Ley 1739 de 2914
	Condición especial de pago tributos propiamente dichos
	40.097
	45.404
	$ 934.399.434.748

	10
	Artículo 58 de la Ley 1739 de 2914
	Condición especial de pago tributos aduaneros
	59
	22
	$ 2.336.862.315

	11
	Artículo 305 de la Ley 1819 de 2016
	Conciliación contenciosa administrativa
	87 solicitudes de conciliación
	$ 224.654.459.600

	12
	Artículo 306 de la Ley 1819 de 2016
	Terminación por mutuo acuerdo
	267 solicitudes de terminación por mutuo acuerdo
	$ 101.062153.345



Por último, es necesario referirse a que este tipo de medidas carecen de una iniciativa exclusiva del Gobierno Nacional (artículo 154 de la C.P.), para lo cual se recuerdan las sentencias C-804 de 2001 y C-315 de 2008, tratándose de las objeciones presidenciales, sobre la regularización de la situación militar de determinadas personas, en donde la Corte cambio su posición e indicó lo contrario a la premisa de la sentencia C-511 de 1996, que las amnistías tributarias no están consagradas literalmente en el artículo 154 de la Constitución Nacional, motivo por el cual no es necesario la iniciativa previa del gobierno. De tal forma, es así como el órgano legislativo también tiene el poder de proponer y decretar amnistías tributarias, sin previa iniciativa del gobierno:
“Es claro el texto constitucional al determinar que son de iniciativa exclusiva del Gobierno los proyectos de ley que decreten exenciones sobre impuestos, tasas y contribuciones, mas no existe restricción a nivel constitucional acerca de la iniciativa en los proyectos de ley que concedan otro tipo de beneficios tributarios.” Sentencia C-804 de 2001

“En efecto, el artículo 154 de la Carta Política establece que dicha restricción a la capacidad de los congresistas para promover proyectos de ley se aplica, entre otros eventos, al decreto de exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales.  De la literalidad del precepto constitucional no se advierte que la reserva de iniciativa legislativa se extienda a otros beneficios de naturaleza tributaria, como es el caso presente de la amnistía respecto de la cuota de compensación militar. Por lo tanto, la primera de las objeciones planteadas por el Ejecutivo resulta infundada, habida cuenta que la materia del proyecto de ley cuestionado hace parte de aquéllas de iniciativa ordinaria de los miembros del Congreso.” Sentencia C-315 de 2008. 


Por todo lo expresado anteriormente, ponemos a consideración del Congreso de la República el presente proyecto, esperando contar con su aprobación.


De los honorables Congresistas,


______________________________
LEÓN FREDY MUÑOZ LOPERA
Representante a la Cámara
Partido Alianza Verde
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